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1. Norma acusada 
DECRETO 3570 DE 2011
(Septiembre 27)
Por el cual se modifican los objetivos y la estructura del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible
ARTÍCULO 2. Funciones. Además de las funciones determinadas en la Constitución Política y en el artículo 59 de la Ley 489 de 1998 y en las demás leyes, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible cumplirá las siguientes funciones:
[…]
10. Ejercer la inspección y vigilancia sobre las Corporaciones Autónomas Regionales, y ejercer discrecional y selectivamente, cuando las circunstancias lo ameriten, sobre los asuntos asignados a estas corporaciones la evaluación y control preventivo, actual o posterior, de los efectos del deterioro ambiental que puedan presentarse por la ejecución de actividades o proyectos de desarrollo, así como por la exploración, explotación, transporte, beneficio y utilización de los recursos naturales renovables y no renovables, y ordenar al organismo nacional competente para la expedición de licencias ambientales a cargo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la suspensión de los trabajos o actividades cuando a ello hubiese lugar. 
[…]
14. Reservar y alinderar las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales; declarar, reservar, alinderar, realinderar, sustraer, integrar o recategorizar las áreas de reserva forestal nacionales, reglamentar su uso y funcionamiento; y declarar y sustraer Distritos Nacionales de Manejo Integrado. Las corporaciones autónomas regionalesen desarrollo de su competencia de administrar las reservas forestales nacionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 99 de 1993, realizarán los estudios técnicos, ambientales y socioeconómicos para los fines previstos en el presente numeral, con base en los lineamientos establecidos por este Ministerio.
 
2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “Ejercer la inspección y vigilancia de las Corporaciones Autónomas Regionales” del numeral 10 del artículo 2º del Decreto Ley 3570 de 2011, solamente frente a los cargos analizados en esta providencia.
Segundo.- Declarar EXEQUIBLES las expresiones “Las corporaciones autónomas regionales en desarrollo de su competencia de administrar las reservas forestales nacionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 99 de 1993, realizarán los estudios técnicos, ambientales y socioeconómicos para los fines previstos en el presente numeral, con base en los lineamientos establecidos por este Ministerio”, del numeral 14 del artículo 2º del Decreto Ley 3570 de 2011, por las razones expresadas en este fallo. 
3. Síntesis de los fundamentos de la decisión 
Definido que en el presente caso no existe cosa juzgada constitucional, le correspondió a la Corte determinar (i) si la función de inspección y vigilancia de las Corporaciones autónomas regionales atribuida al Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible, desconoce el régimen de autonomía que según el demandante, les confiere el numeral 7) del artículo 150 de la Constitución, como quiera que las CAR no se encuentran adscritas, ni vinculadas al mencionado Ministerio; (ii) si al establecer esta función y la de señalar los lineamientos conforme a los cuales las corporaciones autónomas regionales deben realizar los estudios técnicos, ambientales y socioeconómicos dirigidos a la reserva, alinderamiento, sustracción, integración y recategorización de las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales y las áreas de reserva forestal nacionales, el Presidente de la República incurrió en un exceso en el uso de las facultades extraordinarias otorgadas en la Ley 1444 de 2011 en relación con el Ministerio de Ambiente. 
En primer término, la Corte encontró que la función de inspección y vigilancia de las Corporaciones autónomas regionales asignada en el aparte acusado del numeral 10 del artículo 2º del Decreto Ley 3570 de 2011 al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, ya había sido asignada al Ministerio de Ambiente por el numeral 36) del artículo 5º la Ley 99 de 1993, disposición que fue declarada exequible en la sentencia C-462/98. Adicionalmente, en la sentencia C-366/12 esta Corporación determinó que la asignación de tal función, constituye un ejercicio legítimo de las facultades extraordinarias otorgadas por la Ley 1444 de 2011, específicamente, en el artículo 18 con el objeto de: c) Modificar los objetivos y estructura orgánica de los Ministerios reorganizados por disposición de la presente ley, así como la integración de los sectores administrativos respectivos; d) reasignar funciones y competencias orgánicas entre las entidades y organismos de la Administración Pública nacional y entre estas y otras entidades y organismos del Estado”. En este sentido, reiteró que esa función se sujeta a la finalidad de las facultades de redistribuir entre los Ministerios de Ambiente y Desarrollo Sostenible y Vivienda, Ciudad y Territorio las funciones que antes estaban en cabeza del anterior Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Sostenible. 
De otra parte, la Corte precisó que (i) la función de inspección se relaciona con la posibilidad de solicitar y/o verificar información o documentos en poder de las entidades sujetas a control; (ii) la vigilancia alude al seguimiento y evaluación de las actividades de la autoridad vigilada y (iii) el control se refiere a la posibilidad del ente que ejerce la función de ordenar correctivos, que pueden llevar hasta la revocatoria de la decisión del controlado y la imposición de sanciones. De esta forma, se aprecia que la inspección y vigilancia se pueden clasificar como mecanismos leves e intermedios de control, cuya finalidad es detectar irregularidades en la prestación de un servicio, mientras el control conlleva el poder de adoptar correctivos, es decir, de incidir directamente en las decisiones del ente sujetos a control. Por tanto, la inspección y vigilancia, en tanto no habilitan al organismo que las ejerce para revocar decisiones del ente sujeto a control o para ordenarle adoptar correctivos, no son incompatibles con la autonomía de las corporaciones autónomas regionales; su poder de decisión se mantiene intacto y los hallazgos derivados de la inspección y vigilancia servirán para que las corporaciones voluntariamente adopten correctivos o para que los organismos de control –como la Contraloría o la Procuraduría- inicien los procesos correspondientes. En consecuencia, no se configura un desconocimiento de la autonomía que se reconoce en el numeral 7 del artículo 150 de la Constitución a las corporaciones autónomas regionales, que, en todo caso, no es absoluta, en la medida en que estas entidades no constituyen una rueda suelta dentro de la administración pública, sino que forman parte del Sistema Nacional Ambiental cuyo coordinador es el Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
No obstante, la Corte consideró necesario aclarar que las funciones de inspección y vigilancia deben ser precisadas por el legislador, pues se trata de una materia sujeta a reserva de ley y que únicamente pueden ser ejercidas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible respecto de las corporaciones autónomas regionales, en materias estrictamente ambientales, puesto que su justificación se halla en la naturaleza del bien jurídico en juego y en el papel del Ministerio de coordinador del Sistema Nacional Ambiental y de la política ambiental del país. 
En cuanto a la facultad conferida al Ministerio del Ambiente en el segmento del numeral 14, artículo 2º del Decreto 3570 de 2011, para establecer los lineamientos conforme a los cuales las corporaciones autónomas regionales deben elaborar los estudios técnicos, ambientales y socioeconómicos en materia de reserva y alinderamiento, sustracción, integración recategorización de las áreas que integran el Sistema de Parques nacionales Naturales y de las áreas de reserva forestal nacionales, la Corte consideró que tampoco exceden las facultades otorgadas al Presidente de la República por la Ley 1444 de 2011. En primer lugar, advirtió que no obstante que la Ley 99 de 1993 (art. 31, num. 16) no lo señaló en términos expresos, es claro que la competencia de administrar las reservas forestales asignada a las CAR lleva consigo la competencia para realizar estudios técnicos, ambientales y económicos destinados a dicha administración y por lo tanto, no implica asignación de una nueva competencia. En todo caso, es obvio que tales estudios deben referirse a las áreas ubicadas en el territorio de jurisdicción de la respectiva CAR, lo que garantiza un conocimiento especializado que contribuye a suministrar elementos para la realización de las funciones que corresponden al Ministerio del Ambiente en esta materia, en desarrollo de la colaboración armónica entre las distintas ramas y órganos del poder consagrada en el artículo 113 de la Carta Política. De igual modo, no admite duda, que de acuerdo con la ley, las funciones de reserva, alinderamiento, sustracción y recategorización de las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales de reserva forestal nacional, están reservadas al Ministerio del Ambiente y Desarrollo, de manera que tales estudios deben sujetarse a los lineamientos trazados por este Ministerio. 
En ese orden, la Corte concluyó en que los apartes demandados de los numerales 10 y 14 del artículo 2º del Decreto 3570 de 2011, debían ser declarados exequibles por no vulnerar la autonomía de las corporaciones autónomas regionales y no exceder las facultades extraordinarias concedidas por la Ley 1444 de 2011 al Presidente de la República. 
4. Salvamentos de voto parciales
Los magistrados María Victoria Calle Correa y Luis Ernesto Vargas Silva se apartaron de la decisión de exequibilidad, exclusivamente en lo que se refiere al aparte demandado del numeral 14 del artículo 2º del Decreto Ley 3570 de 2011, por considerar que las facultades legislativas extraordinarias conferidas al Gobierno por la Ley 1444 de 2011, no comprendían la posibilidad de trasladar a las corporaciones autónomas regionales la función que originalmente estaba en cabeza del Ministerio de Ambiente, en virtud de la Ley 99 de 1993.
A su juicio, las corporaciones autónomas regionales no pertenecen a la categoría de ministerio, ni son entidades adscritas o vinculadas a ningún ministerio o sector administrativo. Por tanto, conferir o precisar funciones de dichas corporaciones no puede justificarse al amparo del literal c) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011, que alude únicamente a facultades para “Modificar los objetivos y estructura orgánica de los Ministerios organizados por disposición de la presente ley, así como la integración de los sectores administrativos respectivos”. 
A lo anterior se agrega, en concepto de la magistrada Calle Correa y del magistrado Vargas Silva que la función a la que hace referencia la segunda parte del numeral 14 (realizar estudios técnicos, ambientales y socioeconómicos dirigidos a declarar, reservar, alinderar, realinear, sustraer, integrar o recategorizar las áreas de reserva forestal nacionales) había sido asignada por la Ley 99 de 1993 y el Decreto 2372 de 2010 al Ministerio de Ambiente y no a las corporaciones autónomas regionales, lo que evidencia la extralimitación en el desarrollo de las facultades extraordinarias, cuyo alcance ya fue definido en la sentencia C-366/12. Resaltaron que la propia ley habilitante limitó de manera explícita la potestad del ejecutivo de modificar funciones que de conformidad con la normatividad legal vigente le han sido asignadas al Ministerio de Ambiente, hoy de Ambiente y Desarrollo Sostenible, toda vez que fue una materia que reguló la propia Ley 1444 de 2011, al señalar que “serán funciones del Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible, en todo caso, las asignadas al Ministerio de ambiente en al Ley 99 de 1993 y en la Ley 399 de 1997, en lo relativo a sus competencias”. 
Por consiguiente, consideraron que el aparte demandado del artículo 2º, numeral 14 del Decreto 3570 de 2011, ha debido ser declarado inexequible.
